
La experiencia de Estados Unidos
con respecto a la Ley de Libertad 
de Información: activismo del Congreso, 
liderazgo de los medios de comunicación
y política burocrática*

Thomas S. BLANTON

Resumen
El director de la organización no gubernamental Archivo de Seguridad
Nacional recrea la historia de la Ley de Acceso a la Información Pública
(FOIA) en Estados Unidos a partir de diferentes políticas que marcaron
el entendimiento y la instrumentación del acceso a la información públi-
ca en dicho país. Desde un punto de vista crítico y objetivo, el autor
analiza las debilidades y fortalezas de la ley y su instrumentación en
diferentes sectores del gobierno y la sociedad. Blanton expone un re-
corrido de sucesos bélicos y políticos que impulsaron fuertes campañas
y activismos a favor de la libertad de expresión y el acceso a la infor-
mación en Estados Unidos. Asimismo, analiza el acceso a la informa-
ción a partir de diferentes leyes complementarias que forman parte de
un sistema legislativo complejo necesario para garantizar el acceso y
la apertura. Finalmente, el autor propone algunas lecciones aprendidas
y evalúa los resultados de las políticas aplicadas en Estados Unidos. 

Abstract
This article provides perspective on three fundamental forces that have
shaped the freedom of information phenomenon in the United States
and that may be relevant in addressing access issues in other nations:
the development of the administrative state, Congressional activism,
and the news media. Ultimately, however, FOI success relies on an
openness culture in governmental agencies.
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El Archivo de Seguridad Nacional (National Security Ar-
chive) fue creado en 1985 por un grupo de periodistas e
historiadores. En el año 2000, el Archivo ganó el presti-
gioso premio ‘‘George Polk’’ del periodismo estadouniden-
se por su labor de lograr ‘‘atravesar el velo del secreto
gubernamental impuesto a conveniencia, orientar a los pe-
riodistas en la búsqueda de la verdad y mantenernos in-
formados a todos nosotros’’. El Archivo, con sede en la
Universidad George Washington en Washington, D. C., es
el usuario sin fines de lucro más prolífico y exitoso de la
Ley de Libertad de Información y ha establecido lo que
el periódico Los Angeles Times ha denominado ‘‘la colec-
ción más grande de información no clasificada sobre se-
guridad nacional fuera del gobierno de Estados Unidos’’.
Para noviembre de 2002, el Archivo había presentado
24,519 solicitudes bajo la Ley de Libertad de Información
(U.S. Freedom of Information Act o FOIA por sus siglas
en inglés), sacado a la luz pública más de 6 millones de
páginas de documentos del gobierno estadounidense que,
de otra forma, todavía permanecerían en secreto, y publi-
cado más de 500,000 páginas de dichos documentos en
forma de libros, microfichas, CD-ROM y a través de inter-
net ----incluyendo 27 libros impresos, 75 libros en formato
electrónico, 20 compilaciones de referencias y una galar-
donada página Web que atrae a más de 600,000 visitantes
al mes----. Asimismo, a partir del final de la Guerra Fría,
el Archivo ha instaurado alianzas con investigadores afi-
nes en 35 países. En julio de 2002, el Archivo lanzó una
red electrónica por internet compuesta por activistas inter-
nacionales que luchan por la libertad de información, la
cual se encuentra en la siguiente dirección de internet:
freedominfo.org.

La Ley de Libertad de Información constituye la norma
jurídica más utilizada en el mundo en el ámbito de acceso
a la información. El año pasado, el gobierno estadouni-
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dense tramitó más de dos millones de solicitudes presen-
tadas de conformidad con dicha Ley. Entre los casos de
liberación de documentos más notables durante este año
se encuentra, por ejemplo, el de una organización am-
bientalista que, bajo las regulaciones de la FOIA, logró
una resolución de un juez federal mediante la cual se le
permitía obtener documentos relcionados con la política
energética bajo la administración del presidente Bush, do-
cumentos que el vicepresidente Cheney había prometido
retener. De forma similar, mediante esta Ley, el Departa-
mento de Estado se vio obligado a liberar 4,667 docu-
mentos que a la fecha habían permanecido en secreto
sobre la ‘‘guerra sucia’’ en Argentina. Este acontecimiento
generó reportajes en primera plana tanto en Estados Uni-
dos como a nivel internacional. Al ser la tercera en su
género (después de la ley sueca de 1766 y la finlandesa
de 1951), la ley estadounidense de 1966 representa un
giro fundamental en la gestión pública de una envergadura
tal, que es casi imposible de exagerar, puesto que esta-
blece una presunción de apertura y dominio público de la
información gubernamental. Éstas son las buenas noticias.

Ahora bien, también hay malas noticias. A diferencia de
algunas de las recientes leyes ejemplares sobre libertad
de información, tal como la de Sudáfrica, la FOIA de Es-
tados Unidos carece de una base constitucional explícita.
Por ello, tal fundamento debe inferirse con base en las
disposiciones de la Declaración de Derechos (Bill of
Rights) relativas a la libertad de expresión y de prensa y
el derecho al resarcimiento de los daños y a otras medidas
de control y contrapesos constitucionales sobre el Poder
Ejecutivo, entre ellos la fiscalización por parte del Congre-
so. Por otro lado, el lenguaje impreciso utilizado dentro
de las nueve exenciones contempladas en la FOIA ha pro-
vocado miles de demandas jurídicas y un complicado cuer-
po normativo basado en la jurisprudenciia, que en reite-
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radas ocasiones ha resultado contradictorio. Estas contro-
versias jurídicas, conjuntamente con la tendencia burocrá-
tica de evitar riesgos y el estricto control que se ejerce
sobre la información, han dado como resultado una enor-
me variación entre las propias agencias federales, con res-
pecto al nivel de cumplimiento de esta Ley. Por ejemplo,
la Ley contempla un plazo de 20 días hábiles para res-
ponder a una solicitud. En la práctica, sin embargo, le de-
mora en la tramitación de una solicitud compleja con base
en la FOIA (es decir, una solicitud que implica la búsqueda
de varios documentos en los archivos, en lugar de un do-
cumento específico), oscila entre 13 días en la Adminis-
tración de Veteranos (Veterans’ Administration) hasta
1,788 días (casi cinco años) en el Departamento de Ener-
gía (Department of Energy). Y si tal duración representa
el promedio del tiempo que tarda la tramitación de una
solicitud, ello indica que la mitad de las solicitudes diri-
gidas al Departamento de Energía han demorado aún más
tiempo.

Por esta y muchas otras razones (entre ellas las pecu-
liaridades del sistema jurídico estadounidense), la FOIA
no es necesariamente el mejor modelo a seguir en otros
países, tal como muchos norteamericanos lo consideran.
Existen mejores ejemplos reglamentarios, tales como las
pautas de la ley modelo que se incluyó en el Artículo 19
sobre ONG’s, o de la Ley sobre Acceso a la Información
promulgada hace dos años en Sudáfrica, o bien, de la
ley que se aprobó este año en el estado mexicano de
Sinaloa ----la cual, en muchos aspectos, es superior a la
ley federal mexicana promulgada pocas semanas des-
pués----. Sin embargo, existen varios aspectos de la ex-
periencia estadounidense con respecto a la ley de libertad
de información que ciertamente constituyen interesantes
y útiles enseñanzas políticas para quienes proponen una
ley similar en otros países. El presente trabajo se con-

THOMAS S. BLANTON

6



centra específicamente en las políticas de la FOIA, des-
tacando tres motivaciones de la misma que pueden ser
relevantes para otros países, al igual que un factor deter-
minante para la aplicación de la FOIA que los defensores
de la libertad de información habrán de tomar en consi-
deración. En resumen, las tres motivaciones fundamenta-
les de la FOIA son la racionalización burocrática, el acti-
vismo del Congreso y el liderazgo de los medios de
comunicación; además, el factor determinante para la exi-
tosa aplicación de la FOIA en Estados Unidos lo constituye
la cultura institucional dentro de las agencias.

1. La política de la FOIA. Racionalización
burocrática

Una perspectiva histórica: la Ley de Libertad de Infor-
mación de Estados Unidos es el producto de un proceso
de racionalización de la burocracia federal que comenzó
hace ya cien años. En otras palabras, es el producto del
surgimiento del estado administrativo. Un elemento nece-
sario, pero no suficiente, para la aprobación de la FOIA
lo constituyeron los sólidos cimientos burocráticos erigidos
dentro del gobierno federal, a partir de los primeros años
del siglo XX. Al mismo tiempo que médicos, abogados y
universitarios se dedicaban exitosamente a buscar un ma-
yor prestigio y mejores ingresos a través de la organiza-
ción de sus propias carreras y a la imposición de requisitos
para ejercerlas (tales como el examen de admisión al co-
legio de abogados, credenciales académicas y asociacio-
nes profesionales), se desarrolló un proceso parecido de
profesionalización en el ámbito del servicio público. A la
vanguardia de la dinámica política se encontraba el mo-
vimiento ‘‘progresista’’ de Theodore Roosevelt y otros au-
todesignados reformistas, los cuales desafiaban los mo-
nopolios económicos, abordaban problemas sociales como
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la pobreza y la mortalidad infantil, y luchaban contra los
entonces predominantes políticos ‘‘mecanistas’’ (a menudo
definidos por grupo étnico y ubicados en las grandes ciu-
dades), poniendo al descubierto la corrupción política y
empresarial, el soborno, el nepotismo y el clientelismo. (De
este modo, el genérico interés público de contar con un
gobierno limpio coincidía con los intereses personales de
estos reformistas, en su mayoría blancos de clase media
y alta, quienes buscaban su propio ascenso político.) En
el afán de solucionar los problemas mencionados, se em-
prendieron reformas orientadas a establecer y ampliar un
cuerpo de funcionarios públicos por un lado, y a asegurar
una mayor intervención estatal y reglamentación de los
distintos sectores de la sociedad estadounidense por el
otro; ejemplo de ello, la Junta Federal de Reservas (Fe-
deral Reserve Board), ente encargado de regular la oferta
monetaria y los bancos, se creó en 1913, al igual que el
Departamento de Trabajo (Department of Labor), respon-
sable de regular los asuntos laborales. Asimismo, en 1914,
se creó la Comisión Federal de Comercio (Federal Trade
Commission), encargada de la legislación antimonopolio
y de otros controles del mercado.

El surgimiento de la burocracia profesional generó una
serie de mecanismos más sistemáticos para el manteni-
miento de los registros del gobierno federal. Entre éstos,
se pueden mencionar tanto los primeros sondeos de los
archivos oficiales como los primeros sistemas estandari-
zados de información. El crecimiento del gobierno esta-
dounidense ----que fue más dramático durante las dos gue-
rras mundiales cuando el Estado administrativo se
convirtió en un Estado de seguridad nacional---- planteó la
necesidad de contar con datos escritos que pudieran en-
contrarse posteriormente. Ya no resultaban adecuados los
arreglos informales de la época preburocrática, ahora que
la tarea del Estado incluía la necesidad de movilizar miles
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de soldados armados al otro lado de los océanos Atlántico
y Pacífico, brindarles la logística necesaria para combatir
y, finalmente, traerlos de regreso. En su momento, la épo-
ca de ‘‘normalidad’’ (según las palabras del presidente Har-
ding), es decir el periodo entre las dos guerras mundiales,
contribuyó a la profesionalización del aparato burocrático
y, por ende, al libre acceso a la información mediante la
aprobación de nuevas leyes creando, en 1934, los Archi-
vos Nacionales de Estados Unidos (U.S. National Archi-
ves) (anterior a esta fecha, aunque en general no se con-
servaban, los registros gubernamentales se mantenían en
la agencia que los había creado) y el Registro Federal
(Federal Register) en 1935, para efectos de publicaciones
diarias oficiales sobre las acciones y reglamentos prove-
nientes de las agencias gubernamentales. Se cita el fa-
moso caso de 1934, en el que unos fiscales quedaron
sumamente desconcertados al descubrir, en el momento
de presentar su demanda ante la Corte Suprema, que su
caso se basaba en un reglamento inexistente. Seis años
después, cuando el Registro Federal ya había producido
un estante completo de libros para documentar las accio-
nes de las diversas agencias federales, en 1941, el Con-
greso estableció el Código de Reglamentos Federales
(Code of Federal Regulations), que constituye la compila-
ción de las leyes y reglamentos vigentes.

Estos mecanismos de divulgación se convirtieron en los
pilares para el futuro proceso de libertad de información.
Los actores claves que abogaron por dichas reformas in-
cluyeron desde asociaciones profesionales de abogados
e historiadores hasta políticos que emprendían cruzadas
contra la corrupción. Quizás los aliados menos esperados
en la lucha por una gestión pública más abierta procedie-
ron del sector privado, ante las crecientes intervenciones,
por parte del Estado administrativo, en los mercados y en
la sociedad a partir de los primeros años del siglo XX y,
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posteriormente, ante la creación de un Estado para la se-
guridad nacional durante la Segunda Guerra Mundial (lo
que el presidente Eisenhower denominó el famoso ‘‘com-
plejo industrial-militar). En efecto, la movilización de la in-
dustria privada por parte del Estado para fines de produc-
ción bélica, conjuntamente con la ampliación masiva de
los contratos estatales, produjo un rápido crecimiento eco-
nómico que estimuló, a su vez, un crecimiento paralelo
en la cantidad y variedad de ‘‘sectores interesados’’ (sta-
keholders), entre ellos contratistas de la empresa privada,
sindicatos industriales y de servicios, cabilderos, aboga-
dos, asociaciones de comercio y representantes de las in-
dustrias que ya estaban siendo reglamentadas. A todos
estos sectores les interesaba incidir en las acciones de
las agencias gubernamentales. Sin embargo, el Registro
Federal, tal como funcionaba en ese entonces, se limitaba
a publicar acciones finales y no propuestas o proyectos
de acción. Por tal motivo, la aprobación de la Ley de Pro-
cedimientos Administrativos (Administrative Procedure Act
----APA----) de 1946, representó un acontecimiento decisivo.
Esta ley contemplaba el derecho de ‘‘notificación y comen-
tario’’; es decir, las agencias se vieron obligadas a con-
cederle a la sociedad un plazo prudencial para realizar
sus comentarios antes que cualquier nuevo reglamento,
o bien cualquier modificación propuesta al reglamento vi-
gente, entrara en operación. Por primera vez en la historia,
los sectores interesados contaban con un proceso formal
y sujeto a revisión jurídica, que aseguraba su participación
en la toma de decisiones dentro de las agencias federales.
Paradójicamente, la APA incluía una sección sobre infor-
mación pública tan deficiente que, a pesar de haber sido
incluida con la intención de dar paso a la apertura de los
archivos estatales, en la práctica dejaba de cumplir su fun-
ción adecuadamente debido a la amplia discreción que
les concedía a los burócratas. La misma fue derogada y
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sustituida por la FOIA en 1966 (tal y como se describe a
continuación).

Se incluye esta descripción de la burocracia con el pro-
pósito de poner de relieve que la FOlA no es por sí una
solución al secreto estatal. En el caso de Estados Unidos,
los sectores reformistas se vieron obligados a comenzar
planteando requisitos mínimos para la creación, manteni-
miento y preservación de los registros estatales y para
regular los sistemas de información y archivo de las agen-
cias. Por otra parte, el proceso de expansión burocrática
tuvo un efecto interactivo; es decir, en la medida que el
gobierno desarrollaba sus sistemas de registro con el fin
de mejorar la eficiencia interna, el mismo comenzó a en-
frentar una creciente demanda de la ciudadanía para tener
acceso a dichos registros, al igual que una mayor parti-
cipación en la formulación de nuevos reglamentos. De este
modo, la FOIA se desarrolló sobre cimientos burocráticos
sólidos, siendo un instrumentos más dentro de la gama
de mecanismos orientados a mejorar tanto la rendición de
cuentas como la eficiencia. Es probable que algunos de es-
tos mecanismos, tal como la disposición de mantener un
sistema formal de registro sobre las actividades estatales,
puedan considerarse requisitos esenciales para desarrollar
cualquier proceso exitoso relacionado con la libertad de
información.

2. La política de la FOIA. El activismo
 del Congreso

Si bien es cierto que la racionalización burocrática cons-
tituyó la base para el libre acceso a la información en
Estados Unidos, el activismo del Congreso representó la
maquinaria detrás de la reforma. Este activismo obedeció
a motivaciones políticas, tal como sucedió con la promul-
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gación de la primera ley de libertad de información en el
mundo. Dicha ley fue sancionada en Suecia en 1766,
cuando el partido de oposición ganó la mayoría en el Par-
lamento y se dedicó a buscar información sobre las acti-
vidades del régimen anterior. Esta misma dinámica fue un
factor indispensable para la aprobación, en 1966, de la
FOIA, junto con la ‘‘separación de poderes’’ contemplada
en la Constitución de los Estados Unidos con el objeto
de generar una tensión fundamental entre los diferentes
poderes estatales y, particularmente, entre los poderes
Ejecutivo y Legislativo, lo que constituye una de las prin-
cipales limitaciones de poder dentro del sistema de frenos
y contrapesos. Asimismo, el Congreso cuenta con un in-
terés propio en la promoción de esta apertura para pro-
pósitos de relaciones públicas, ya que su naturaleza como
cuerpo representativo y electo le crea cierta obligación de
rendir cuentas ante la ciudadanía.

Desde el momento en que nace la república, el Con-
greso ha jugado un papel protagónico en la apertura del
Estado. En la Convención del Congreso de 1787, el des-
tacado delegado James Wilson rechazó la idea de que
cada cámara del Congreso propuesto tendría el poder dis-
crecional de decidir cuáles secciones de su diario debían
publicarse, aseverando que: ‘‘el pueblo tiene el derecho a
saber qué hacen, o qué es lo que han hecho, sus agentes
y la Legislatura no debería de ocultar sus procesos’’. Más
de un siglo antes de que el Poder Ejecutivo creara el Re-
gistro Federal, el Congreso ya había establecido un Re-
gistro de Debates (Register of Debates) (1824) y una cró-
nica semanal en la que se registraba cada paso de los
procedimientos legislativos (1833). En 1860, el Congreso
creó la Oficina Gubernamental de Imprenta (Government
Printing Office, o GPO por sus siglas en inglés) respon-
sable de publicar todo proyecto de ley, informe y proce-
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dimiento legislativo (esto se convirtió en una publicación
diaria en 1865). Poco tiempo después, esta oficina también
asumió la mayor parte de las labores de impresiones y
publicaciones estatales, incluyendo un sistema de distri-
bución y difusión por medio de una red de ‘‘bibliotecas
depositarias’’ ubicadas en cada estado de la unión y, pos-
teriormente, en cada distrito del Congreso.

Por otro lado, el Congreso fue uno de los principales
‘‘sectores interesados’’ afectado por el surgimiento del Es-
tado administrativo y el Estado para la seguridad nacional
en el siglo XX. El presidente (entonces senador) Truman
se distinguió en el ámbito político al conducir la supervisión
parlamentaria de la gestión de la guerra durante la Se-
gunda Guerra Mundial. En el transcurso de la siguiente
década, por diversos motivos, hubo una importante dismi-
nución en los niveles de respuesta de la burocracia federal
ante las solicitudes de información presentadas por la ciu-
dadanía y el Congreso. En el contexto de las censuras y
restricciones en materia de información que caracterizaron
la época de guerra, se había profundizado la tendencia
burocrática de evitar cualquier riesgo. Los funcionarios pú-
blicos se sentían amedrentados ante la histeria provocada
por el espectro del espionaje soviético, junto con las ase-
veraciones infundadas sobre los ‘‘comunistas con carnet’’,
en las que se justificaban las investigaciones amenazantes
realizadas por el senador Joseph McCarthy y otros, en
busca de cualquier ciudadano traidor dentro y fuera del
aparato estatal. Por otra parte, las agencias se sentían
amenazadas frente a los esfuerzos de reorganización pro-
pios de la posguerra orientados a reducir la fuerza laboral
dentro del gobierno federal. El secreto se convirtió en un
mecanismo de defensa para la burocracia y, al mismo
tiempo, le servía al presidente cuando debía enfrentarse
a un Congreso crítico. Ocurrió un momento clave cuando,
a principios de la administración Eisenhower, el Poder Eje-
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cutivo anunció el despido de varios de sus funcionarios
por sospecharse que eran comunistas, pero se negó a
proporcionarle al Congreso los registros que documenta-
ban la forma en que esta acción se había realizado, de
conformidad con las protecciones que amparan la función
pública. Para John Moss, congresista de Sacramento, Ca-
lifomia, e integrante del pequeño y desconocido subcomité
de correos y administración pública de la Cámara de Re-
presentantes, este acontecimiento marcaría el inicio de
una cruzada permanente a favor del libre acceso a la in-
formación.

El proceso electoral de 1954 le permitió a la oposición
(al Partido Demócrata) tomar el control de la Cámara Baja
y se creó un nuevo subcomité especial sobre información
pública, encabezado por John Moss, cuyo propósito era
desafiar la política de secreto impulsada por la adminis-
tración Eisenhower. La metodología básica empleada por
el congresista Moss fue la de recibir informes o ‘‘soplos’’
de los periodistas, de otros trabajadores del Congreso o de
funcionarios de las agencias sobre un problema específico
relacionado con la política de secreto y darle seguimiento
por medio de cartas oficiales y visitas para investigar a la
agencia en cuestión. Se crearon archivos para documentar
cada caso y luego se convocaron audiencias públicas que
captaron la atención de los medios de comunicación. Des-
pués de varios años de convocar dichas audiencias, y pos-
terior a la reforma legislativa de 1958 (que modificaba el
estatuto de administración interna (housekeeping statute)
para evitar que el mismo fuera utilizado como un esta-
tuto para negarse a brindar información), Moss y otros
reformistas estaban convencidos de que una ley de liber-
tad de información representaba la única forma de abordar
los problemas sistémicos que su comité había puesto al
descubierto. Según escribió el asesor principal de Moss
años después, si en 1955 el Partido Republicano hubiese
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mantenido el control de la Cámara Baja, nunca se hubiera
emprendido una investigación sobre el secreto impuesto.
Incluso, si en 1955 un demócrata hubiese estado en la
Casa Blanca, una Cámara Baja en manos de ese mismo
partido jamás hubiese lanzado una investigación en torno
al secreto.

Para 1966, la cruzada de Moss había logrado el apoyo
de algunos republicanos interesados en la fiscalización de
los presidentes demócratas Kennedy y Johnson. Entre los
discursos pronunciados ante el plenario durante la pro-
mulgación de la FOIA en 1966, se encuentra el del Con-
gresista Donald Rumsfeld (Republicano de Illinois), quien
afirmó que

no importando cuál de los partidos esté en el poder político
del Estado, se han efectuado intentos por encubrir las faltas
y los errores... La divulgación de información del Estado es
especialmente importante hoy en día porque el gobierno está
cada día más involucrado en la vida personal y el trabajo de
cada ciudadano, y por lo tanto, el acceso a información sobre
cómo el gobierno ejerce sus obligaciones reviste cada día
mayor importancia.

El presidente Johnson se manifestó mucho menos en-
tusiasta, pues no firmó la ley hasta el último día que pudo.
Además, evitó celebrar una ceremonia pública para la fir-
ma y emitió una declaración en ocasión de la firma en la
que hizo hincapié en los daños y no en las ventajas de
dicha apertura.

El presidente Johnson no tenía motivos para preocu-
parse tanto. La ley de 1966 fue sumamente deficiente,
pues no estableció plazos de cumplimiento, no contempló
sanciones por incumplimiento, ni estableció pautas regla-
mentarias para una revisión judicial independiente en caso
de que el Estado se negara a liberar alguna información
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por motivos de seguridad nacional. Esta situación reforzó
la renuencia de los jueces para invalidar una decisión del
Poder Ejecutivo y, por lo tanto, la burocracia desarrolló
varias formas creativas de evitar la transparencia, inclu-
yendo la retención de expedientes completos cuando tan
solo una pequeña parte de los mismos reunía los requi-
sitos para la aplicación de cualquiera de las nueve exen-
ciones en la FOIA. La frustración de varios miembros del
Congreso, dirigidos por Patsy Mink de Hawaii, los condujo
a entablar una demanda contra la Agencia para la Pro-
tección del Medio Ambiente (Environmental Protection
Agency ----EPA----), para obtener documentos relativos a
las pruebas nucleares subterráneas y las repercusiones
de las mismas para el medio ambiente. En 1973, la Corte
Suprema emitió una resolución obligando a las agencias
estatales a liberar ‘‘porciones segregables’’ de documentos
que de otra manera estarían exentos bajo la ley, pero al
mismo tiempo señaló que la FOIA no contemplaba una
revisión judicial en caso de que se tomara una decisión
gubernamental de mantener el secreto por motivos de se-
guridad nacional. La resolución de la Corte atrajo la aten-
ción del Congreso aún más debido a que se emitió en el
contexto de ocho años de obstrucción burocrática hacia
la ley FOIA y en el preciso momento en que las noticias
sobre bombardeos secretos en Camboya y las entradas
forzosas en el Watergate, instrumentadas por la adminis-
tración de Nixon en contra de sus opositores políticos, fi-
guraban en primera plana. Dichos escándalos, arraigados
en el secreto estatal, exhortaron al Congreso a actuar en
favor de una mayor apertura.

En efecto, durante estos mismos meses de 1974, cuan-
do el presidente Nixon se esforzaba desesperadamente
por evitar un juicio de destitución en su contra, el Congreso
desarrolló un conjunto de enmiendas a la FOIA tendentes
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a fortalecerla sustancialmente. Con las nuevas enmiendas
se establecieron plazos de cumplimiento y se autorizó ex-
plícitamente la revisión judicial de cualquier decisión de
negar el acceso a documentos por motivos de seguridad
nacional, entre otros cambios. Algunas agencias, como la
Agencia Federal de Investigaciones (Federal Bureau of In-
vestigations ----FBI----) trataron de controlar al Congreso,
proponiendo textos alternativos que limitarían las reformas.
Posteriormente, un importante asesor del Congreso obtu-
vo, por medio de una solicitud de FOIA, su propio expe-
diente del FBI. Su archivo contenía un conjunto de me-
morandos escritos por la oficina legislativa del FBI
describiendo reuniones celebradas con él cuando fungió
como asesor legal del senador Edward Kennedy, para la
elaboración de las enmiendas a la FOIA en 1974. En uno
de estos memorandos, fechado el 17 de junio de 1974,
se citaba que la Oficina de Asuntos Legislativos de la Casa
Blanca (White House Legislative Affairs Office) ordenó al
FBI desistir de sus reuniones y negociaciones con el Con-
greso, ya que ‘‘no desean que se realice ningún cambio
a esta legislación porque quieren que se mantenga en el
peor estado posible, lo cual fortalecería su argumento a
favor de mantener el veto en este particular’’.

Cuando se aprobaron las enmiendas a la FOIA ----en
‘‘el peor estado posible’’---- el presidente Nixon ya había
renunciado y el presidente Ford no perdió tiempo en ejer-
cer su derecho al veto a este proyecto de ley. En la de-
claración adjunta al veto se resaltó la opinión de la admi-
nistración sobre el hecho que sería inconstitucional que
una corte anulara una decisión del Poder Ejecutivo de
mantener el secreto por motivos de seguridad nacional,
tal como se disponía en el proyecto de ley. Los asesores
principales del presidente Ford lucharon por mantener vi-
gente su veto: el funcionario principal (chief of staff) de la
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Casa Blanca fue el mismo congresista de Illinois, Daniel
Rumsfield y su asistente fue Dick Cheney, quien en ese
entonces tenía 34 años. La lucha en torno a las enmiendas
a la ley FOIA fue determinante. Casi 30 años después,
el vicepresidente Cheney la recuerda como el inicio de
una lamentable ‘‘erosión del poder presidencial’’ ----lo cual
indudablemente explica en parte la evidente inclinación ha-
cia el secreto que caracteriza la actual administración de
Bush----. Sin embargo, el Congreso anuló el veto (por un
buena margen en la Cámara Baja y uno más pequeño
en el Senado), y estas enmiendas constituyen actualmente
el meollo de la FOIA. Las nuevas disposiciones fortaleci-
das generaron una enorme cantidad de solicitudes en
cuanto la ley de 1975 entró en vigor ----más de 100,000
solicitudes anualmente, cifra que ha aumentado cada año
hasta alcanzar su volumen actual de más de dos millones
de solicitudes anuales----.

El activismo del Congreso en relación al libre acceso a
la información alcanzó su máxima intensidad en los años
setenta, como resultado de los escándalos de Vietnam,
Watergate y de la vigilancia estatal ilegal ----escándalos
que implicaban el engaño masivo del Congreso por parte
del Poder Ejecutivo----. Las enmiendas a la FOIA de 1974
representaban sólo uno de un conjunto de estatutos orien-
tados a lograr mayor transparencia, algunos de los cuales
permiten el acceso mediante una solicitud, mientras que
otros le exigen al gobierno la publicación proactiva de la
información en cuestión. Entre este mosaico de leyes se
incluyen las siguientes: Ley de Registros Presidenciales
(Presidential Records Act) de 1974, que garantiza el do-
minio público de aquellos registros considerados anterior-
mente como propiedad privada de los presidentes; Ley
del Comité Asesor Federal (Federal Advisory Committee
Act) de 1972, que garantiza la supervisión ciudadana del
proceso por medio del cual el gobierno recibe servicios
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de asesoría por parte de particulares); Ley de Privacidad
(Privacy Act) de 1974, la cual obliga al gobierno a publicar
listas completas de todos los sistemas de datos que in-
cluyen información sobre particulares y garantiza el dere-
cho de las personas a tener acceso a dicha información;
Ley de Gobierno a la Luz del Día (Govemment in the Suns-
hine Act) de 1976, que permite al público tener acceso a
las deliberaciones con múltiples miembros de las agencias
federales; Ley para la Divulgación Justa sobre el Crédito
(Fair Credit Reporting Act), la cual permite el acceso y la
corrección de registros financieros y crediticios; la Enmien-
da Buckley, que establece el derecho de las personas a
tener acceso a sus registros escolares; y una amplia gama
de leyes ambientales que incluyen disposiciones relativas
al acceso público a datos relativos al impacto ambiental,
rellenos de desechos tóxicos, y calidad del aire y del agua.

Con la elección de Ronald Reagan en 1980, el Con-
greso entró en una etapa reactiva, pero aun así logró con-
trarrestar en gran parte las propuestas de la nueva admi-
nistración tendentes a desvirtuar la ley FOIA. El señor
William Casey, nuevo director de la CIA, lanzó un ataque
con varias propuestas legislativas que eximirían a la CIA,
a la comunidad de inteligencia en general y al FBI de las
disposiciones de la FOIA. Después de varios años de de-
bate, el Congreso creó una exención limitada para ciertas
categorías de ‘‘archivos operativos’’ de la CIA que revela-
rían fuentes y métodos utilizados (1984) y para ciertas ca-
tegorías de registros sobre informantes relacionados con
las actividades del FBI en la aplicación de la ley (1986).

Un momento importante que marca el reciente activismo
ejercido por el Congreso con respecto a la FOIA lo cons-
tituye la aprobación de las enmiendas denominadas ‘‘E-
FOIA’’. Si bien los tribunales siempre han reiterado que
las disposiciones de la FOIA se aplican a registros elec-
trónicos, no existía ninguna política oficial, explícita y glo-
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bal en este sentido. Por ello, les resultaba fácil a las agen-
cias entorpecer las solicitudes de registros electrónicos y,
al mismo tiempo, desafiar a los solicitantes a acudir a los
tribunales. Las enmiendas E-FOIA ampliaron el alcance
de la ley misma de modo que abarcaría los registros elec-
trónicos; extendieron un poco los plazos para responder
a las solicitudes (de 10 a 20 días hábiles), en un intento
por fijar un periodo que los tribunales consideraran razo-
nable e hicieran cumplir, y obligaron a las agencias a ins-
talar ‘‘salas de lectura electrónica’’ para la publicación en
línea de los materiales más solicitados. Se espera que
las enmiendas E-FOIA den como resultado una publica-
ción más proactiva sobre información estatal, de modo que
exista una necesidad menor de recurrir a las solicitudes
formales a través de la FOIA. Sin embargo, a la fecha
solamente unas pocas agencias han cumplido con las dis-
posiciones de la ley.

Actualmente, el panorama con relación al activismo le-
gislativo es poco alentador, tal y como lo citó un titular
que apareció en el New York Times: ‘‘La Industria busca
Recompensa del Congreso Republicano (Industry See-
king Rewards From G.O.P.-Led Congress’’ ----3 de diciem-
bre de 2002, p. A28----). Si bien varias industrias (contra-
tistas estatales y fabricantes de productos farmacéuticos)
se encuentran entre los usuarios más frecuentes de la ley
FOIA, también es cierto que entre los donantes principales
de la nueva mayoría republicana se encuentran las indus-
trias extractivas (petróleo, gas y minas) cuyos intereses
exigen reducir a un mínimo la reglamentación estatal y la
supervisión ambiental. Del mismo modo, como resultado
de un esfuerzo de cabildeo intenso por parte del sector
empresarial, el proyecto de ley que crea el nuevo Depar-
tamento de Seguridad de la Patria (Department of Home-
land Security) contempla una exención de la ley FOIA para
toda informción presentada voluntariamente por la indus-
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tria sobre aspectos críticos en materia de infraestructura,
una disposición que podría convertirse en ‘‘agujero negro’’
con respecto a la información disponible actualmente so-
bre, por ejemplo, amenazas a la salud pública. Con una
burocracia federal volviendo a su política habitual de se-
creto, una Casa Blanca dedicada a sus guerras contra el
terrorismo y posiblemente contra Iraq y haciendo hincapié
en la noción de secreto en materia de seguridad nacional,
y un Congreso dominado por sectores de cabilderos con
intereses especiales, queda un solo baluarte para la de-
fensa del libre acceso a la información en Estados Unidos:
los medios de comunicación.

3. Las políticas de la ley FOIA. Liderazgo
 de los medios de comunicación

En Estados Unidos, la primera campaña organizada a
favor del derecho de información de la ciudadanía se lanzó
en 1950, bajo el liderazgo de la Asociación Americana de
Redactores de Prensa Escrita (American Society of News-
paper Editors ----ASNE----). Estos influyentes redactores ob-
servaron las misma censuras y restricciones en torno al
secreto de la información desde la época de la Segunda
Guerra Mundial, la misma paranoia anticomunista de la pos-
guerra que dio lugar a la depuraciones de la época de
macarthismo, y el mismo desarrollo de una burocracia
de seguridad nacional permanente (que también servía
para estimular a congresistas como John Moss a desafiar
el secreto estatal). Dichos redactores contrataron a Harold
Cross, uno de los principales abogados expertos en asun-
tos de prensa en todo el país, con el fin de examinar la
situación de acceso a la información a nivel federal, estatal
y municipal. En un informe bien fundamentado publicado
en 1953, denominado El derecho ciudadano de saber (The
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People’s Right to Know), Cross demostró cómo el gobier-
no, a todo nivel, negaba sistemáticamente el acceso a la
información y concluyó que a los medios de comunicación
en particular les correspondía la responsabilidad de dirigir
la lucha para lograr el acceso a la misma.

El informe de Cross estableció el argumento básico a
favor del libre acceso a la información y motivó a las or-
ganizaciones periodísticas en todo el país a alzar este es-
tandarte por la causa. Los redactores formaron un comité
permanente dentro de su asociación dedicado a abordar
la problemática del libre acceso a la información. Asimis-
mo, reclutaron algunos de los periodistas más importantes
del país para que integraran y presidieran dicho comité,
entre ellos el redactor en jefe, James Russell Wiggens,
de lo que rápidamente se estaba convirtiendo en el pe-
riódico más importante de la capital de la nación, The Wa-
shington Post. A juicio del congresista Moss, la misma
creación de su subcomité en 1955 ‘‘se debía en gran parte
a ASNE’’. Los redactores y periodistas garantizaron una
amplia cobertura de la labor del comité encabezado por
Moss y realizaron investigaciones sobre el manejo de las
noticias gubernamentales por parte de las administracio-
nes de los presidentes Eisenhower y Kennedy. De hecho,
los redactores y otras organizaciones de prensa elabora-
ron una estrategia en tomo a tres ejes principales:

---- reportajes puntuales sobre la supresión de informa-
ción por parte del gobierno,

---- comentarios (editoriales) que aparecerían frecuente-
mente en las páginas de opinión denunciando el se-
creto estatal,

---- y un sofisticado esfuerzo de cabildeo ante el Con-
greso por parte de los abogados de la prensa escrita
y otros agentes de los medios de comunicación.
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La campaña encabezada por los medios de comunica-
ción produjo resultados en 1966 con la promulgación de
la FOIA, pero la prensa fue el primer sector que se en-
contró frente a las limitaciones impuestas por esa primera
ley. En el periodo comprendido entre 1966 y 1974, cuando
los reformistas lograron fortalecer la FOIA, se experimentó
uno de los cambios más importantes en la historia de la
opinión pública de los Estados Unidos, con respecto a te-
mas como la credibilidad del Estado. Durante este periodo,
surgieron los movimientos de consumidores y ambienta-
listas, los escándalos de Vietnam y Watergate, y el auge
del periodismo investigativo dedicado a poner al descu-
bierto los fracasos estatales y de la sociedad, desde los
automóviles defectuosos y el agua contaminada hasta las
masacres de civiles en Vietnam y Chile. Aunque la FOIA
contribuyó a varios de esos reportajes, por lo general los
medios de comunicación se enfrentaron con interminables
retrasos y obstáculos burocráticos. Ya para la época de
las enmiendas de 1974, los medios de comunicación es-
taban logrando más avances dentro de su estrategia tri-
partita (reportajes, editoriales y cabildeo) ante la FOIA, que
en cualquier momento desde los años cincuenta. La dife-
rencia radicaba en que ahora, la prensa iba acompañada
por defensores de los consumidores, como Ralph Nader,
y una gran cantidad de organizaciones de la sociedad civil,
cada una con sus propias razones para promover un go-
bierno más abierto.

Actualmente los medios de comunicación en Estados
Unidos continúan teniendo la capacidad de ganar victorias
como las enmiendas realizadas en 1974, mientras que el
Congreso ha desaparecido del campo de batalla. Por
ejemplo, fue sólo a través del veto del entonces presidente
Clinton, en noviembre de 2000, que se evitó que el Con-
greso aprobara la primera ‘‘ley de secretos oficiales’’ en
la historia de los Estados Unidos, estatuto que impondría
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sanciones penales (más allá de las sanciones administra-
tivas, como la pérdida de acreditación en materia de se-
guridad y despido de su cargo) contra funcionarios que
‘‘filtraran’’ información clasificada. Anteriormente, se aplica-
ban sanciones penales únicamente a casos relacionados
con categorías muy específicas de información reservada.
Sin embargo, el Comité de Inteligencia del Senado logró
promover la Ley de Secretos (Secrets Act) dentro del Con-
greso, sin que se celebrara ninguna audiencia pública al
respecto: simplemente la anexó al proyecto de ley de asig-
naciones presupuestarias para inteligencia, donde atraería
un mínimo de atención ciudadana.

Posteriormente en 2001, unos pocos congresistas, los
mismos que el año anterior habían promovido la Ley de
Secretos, vieron su oportunidad con un nuevo presidente,
George W. Bush, quien no vetaría una ley de esa índole.
A finales de agosto de 2001, el Senado programó una
audiencia proforma para los primeros días de septiembre
y sus asesores aseguraron a los opositores que el pro-
yecto de ley sería aprobado en cuestión de días ----y sin
sufrir ningún cambio----. Sin embargo, grupos de ciudada-
nos y cabilderos especialistas en materia de medios de
comunicación advirtieron a la prensa. Fue así que, cuando
los senadores regresaron de los feriados de agosto, en-
contraron en sus escritorios una gran cantidad de edito-
riales denunciando la denominada Ley de Secretos en los
periódicos de todo el país. Se produce una cierta inclina-
ción de dar un paso hacia atrás cuando el presidente del
Comité de Inteligencia, senador Bob Graham, de Florida,
regresa de un viaje al exterior y lee en el Sarasota He-
rald-Tribune el artículo ‘‘El gobierno en tinieblas’’ y en el St.
Petersburg Times ‘‘El silencio clasificado’’; o cuando el vi-
cepresidente del mismo comité, Senador Richard Shelby,
de Alabama, lee en el Florence Times-Daily el titular ‘‘¡De-
tente ladrón!’’ (‘‘El proyecto de ley es un ladrón disfrazado
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que pretende robarle al pueblo americano su derecho a
saber’’). Lo mismo sucede cuando otro integrante del co-
mité, Jay Rockefeller, de West Virginia, lee en el Morgan-
town Dominion Post ‘‘El retorno de una mala idea’’, o cuan-
do Diane Feinstein de Califomia revisa el San Francisco
Chronicle y encuentra el artículo titulado ‘‘La luz del día
no es un delito’’; o bien, cuando Richard Durbin de Illinois
revisa un ejemplar del Chicago Tribune, en el que se in-
cluye el artículo ‘‘Incendiar la casa para asar el cochino’’.
Fue así que el Comité suspendió la audiencia, eliminó la
disposición relativa al secreto del proyecto de ley de asig-
naciones presupuestarias para inteligencia y ordenó otro
estudio en torno a la necesidad de promulgar ese tipo de
legislación (este año, concluyó el estudio, no había nece-
sidad de ello) ----una victoria decisiva para la defensa del
derecho a saber----. Los recortes periodísticos suelen re-
cibir mucha atención en la Casa Blanca también. Y la ver-
dadera historia detrás del rechazo de la Ley de Secretos
por parte del Comité de Inteligencia del Senado es lo si-
guiente: si se desea mover a Washington, hay que salir
en la primera plana.

Todavía continúan publicándose reportajes importantes
sobre la forma en que los medios de comunicación han
utilizado la FOIA, y con ello se ha logrado sensibilizar al
público en torno al valor de esta ley. Si bien más de la
mitad de las dos millones de solicitudes de la FOIA que
el gobierno federal recibió el año pasado procedían de
los veteranos y sus familias en busca de historiales mé-
dicos y de servicio, mientras que las solicitudes presen-
tadas por los periodistas representarán tan sólo tan solo
un cinco por ciento del total, el alcance y la profundidad
de los reportajes basados en solicitudes de la FOIA evi-
dencian más que cualquier otro aspecto el valor público
que tiene dicha ley. Por ejemplo, en el transcurso del año
pasado aparecieron en la prensa los siguientes reportajes
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basados directamente en las solicitudes de la FOIA pre-
sentadas ante las agencias federales y estatales de los
Estados Unidos (traducciones del autor):

‘‘Comiendo bien: un nuevo examen del mercurio en el pesca-
do (Eating well: Second Thoughts on Mercury in Fish’’), por
Marian Burros, The New York Times, 13 de marzo de 2002,
p. F5. Documentos obtenidos de la Administración de Alimen-
tos y Medicamentos (FDA) mediante la FOIA pusieron al des-
cubierto la fuerte presión ejercida por la industria atunera,
cuando la FDA recomendó que las mujeres embarazadas evi-
taran ingerir tiburón, pez vela, pez espada, lofolátilo debido a
que los altos niveles de mercurio en dichas especies podrian
ocasionar defectos cerebrales o retardar el desarrollo mental
de sus bebés. Después de tres reuniones con representan-
tes de la industria atunera, la FDA se abstuvo de mencionar
en su recomendación que el atún, uno de los pescados de
mayor consumo en Estados Unidos y que representa la ter-
cera parte de las ventas de pescados y mariscos, es una de
las fuentes principales del mercurio dentro de la dieta nortea-
mericana. Dichos documentos fueron obtenidos por la ONG,
Environmental Working Group y actualmente la FDA se en-
cuentra revisando su recomendación para incluir el atún.

‘‘Vicepresidente intentó ayudar a compañía: papel clave en el
endeudamiento de la India (Veep Tried to Aid Firm: Key Role
in India Debt Row)’’, por Timothy J. Burger (Nueva York) Daily
News, 18 de enero del 2002, p. 10. De acuerdo a documentos
obtenidos del Departamento de Energía, mediante la FOIA, el
vicepresidente Dick Cheney ayudó a Enron, compañía princi-
pal de energía con sede en Texas, a cobrar una deuda de 64
millones de dólares del proyecto de energía Dabhol en India,
al plantear el tema con el líder del partido de oposición du-
rante una reunión en Washington D. C. Mientras tanto, la
Casa Blanca ha insistido que la compañía Enron, que actual-
mente está en quiebra, no había recibido ninguna ayuda de
tal índole por parte del presidente y del vicepresidente. En los
últimos años, el fundador de Enron ha contribuido con más
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de $600,000 dólares a las campañas políticas del presidente
Bush; asimismo, el principal asesor económico de la Casa
Blanca recibió de Enron la cantidad de $50,000 anuales como
contratista de dicha compañía. Los documentos señalan que
el ‘‘Presidente Bush no puede mencionar Dabhol’’ y que al
asesor económico ‘‘se le advirtió que no debería de mencio-
narlo tampoco’’. Sin embargo, de acuerdo a la corresponden-
cia electrónica interna obtenida mediante la FOIA, funciona-
rios de alto nivel de la Casa Blanca clificaron de ‘‘buenas
noticias’’ la intervención de Cheney.

‘‘Reagan, Hoover y el Susto Rojo en la Universidad de Cali-
fornia (Reagan, Hoover, and the UC Red Scare)’’, por Seth
Rosenfeld, San Francisco Chronicle, 9 de junio del 2002, p.
A1.

‘‘Feinstein exige Respuestas del FBI: Informe sobre las Acti-
vidades de la Universidad de California ocasiona «profunda
preocupación» (Feinstein demands answers from FBI: Report
on UC activities generates «deep concern»)’’, por Seth Rosen-
feld, San Francisco Chronicle, 23 de junio de 2002, p. A1. De
acuerdo a documentos obtenidos mediante la FOIA tras una
batalla legal de 17 años, el FBI impulsó, durante los años
cincuenta y sesenta, actividades ilegales de inteligencia en la
Universidad de California, la universidad pública más grande
del país. Dichas actividades incluían el apoyo encubierto a la
primera campaña exitosa del artista de cine Ronald Reagan
para el puesto de gobernador del estado, en la cual él se
comprometía a suprimir las protestas estudiantiles. Por otra
parte, el FBI lanzó una campaña secreta de presión para que
la junta de la Universidad (Board of Regents) ‘‘se deshiciera’’
de los profesores liberales y montó un operativo encubierto
con el fin de manipular la opinión pública e infiltrar agentes
de provocación dentro de los grupos de oposición estudiantil.
El senador de California le dio seguimiento a las revelaciones
al promover averiguaciones dentro del Congreso en torno a
la situación actual de las actividades de vigilancia realizadas
por el FBI.
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‘‘Marineros expuestos a Agentes Nocivos (Sailors Exposed to
deadly agents)’’, por Lee Davidson, The Deseret News (Salt
Lake City, Utah), 24 de mayo del 2002, p. A1. Siete años
después de divulgarse en el periódico The Deseret News,
documentos obtenidos mediante la FOIA en los cuales se
comprobaba que científicos del ejército estadounidense en
Utah habían expuesto a cientos de marineros a pruebas de
guerra bacteriológica y química en los años sesenta, finalmen-
te el Pentágono reconoció oficialmente que había utilizado
agentes de guerra bacteriológica y química en dichas prue-
bas, entre ellos los agentes neurotóxicos VX y sarín, así como
el sumamente nocivo estafilococo enterotoxina. Dicho recono-
cimiento les permitirá a los cientos de veteranos afectados a
recibir prestaciones por discapacidad y salud que anterior-
mente se les había negado.

‘‘Vacunas que contienen Mercurio son objeto de Demanda
(Suit Targets Mercury-Laced Vaccinations)’’, por Margaret
Cronin Fisk, The Recorder (American Lawyer Media) , 26 de
marzo de 2002, p.1. De acuerdo a documentos de los Centros
para el Control de Enfermedades (CDC) obtenidos mediante
la FOIA por un grupo de padres de familia, cuyos hijos sufren
de autismo, la cantidad de mercurio en una sustancia preser-
vante común (thimerosol) utilizada para vacunas aplicadas du-
rante los primeros tres meses de vida aumentaría drástica-
mente el riesgo de autismo para niños que recibieron dichas
vacunas. En este momento se están presentando decenas de
demandas en todas partes de los Estados Unidos contra los
fabricantes de las vacunas y del thimerosol.

‘‘El nuevo papel del I-Pase: I-Espionaje (I-PASS has a New
Role: I-Spy)’’, por Robert C. Hergut, Chicago Sun-Times, 7 de
octubre del 2002, p. 8. El sistema electrónico de peajes utili-
zado en las carreteras de Illinois ha reportado datos sobre la
fecha, hora, ubicación y cantidad de transacciones de peajes
correspondientes a varios motoristas, como respuesta a por
lo menos 10 citaciones jurídicas relacionadas con investiga-
ciones penales, procesos administrativos y hasta un caso de
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divorcio, de acuerdo a documentos obtenidos mediante la
FOIA en el estado de Illinois. Bajo dicho sistema, los motoris-
tas depositan dinero en una cuenta del departamento vial y
reciben un radiofaro de respuesta que se coloca en el para-
brisas del vehículo y por medio del cual se descuentan auto-
máticamente los peajes sin necesidad de detenerse, lo que
contribuye a reducir el volumen de vehículos circulantes. Sin
embargo, los investigadores criminalistas y aun los abogados
especialistas en divorcio han descubierto dicha base de datos
y se espera la emisión de más citaciones en el futuro.

‘‘Instituto Nacional de Salud entregará datos a fabricante de
hormonas: investigadores temen que Wyeth manipulará los
Resultados (NIH to Give Hommone Maker Data; Researchers
Are Worried Wyeth Will Manipulate Findings)’’, por Susan
Okie, The Washington Post, 19 de octubre del 2002, p. A10.
Mediante una solicitud bajo la FOIA, la compañía de medica-
mentos (Wyeth Phammaceuticals) que fabrica los productos
hommonales más utilizados, obtuvo de los Institutos Naciona-
les de la Salud (NIH) datos que todavía no se habían publi-
cado sobre un estudio masivo en torno a la terapia hormonal.
En julio de 2002, los investigadores habían suspendido una
parte del estudio y anunciaron que para mujeres saludables
posmenopáusicas la terapia combinada con las hormonas es-
trógeno y progestina hacía más daño que provecho originan-
do pequeños, pero significativos, aumentos en el índice de
enfermedades cardiacas, cáncer de los senos, derrame cere-
bral y coágulos sanguíneos. En septiembre, Wyeth divulgó
nuevos criterios de etiquedado que reflejaban las nuevas con-
clusiones, aseverando al mismo tiempo que había solicitado
los datos para efectos de evaluación. Wyeth les había sumi-
nistrado a los investigadores en mención medicamentos con
un valor de 20 millones de dólares para la realización de
dichas pruebas.

‘‘La historia grabada de los mensajes de las víctimas (History
recorded from the messages of victims)’’, por Alain Delaque-
riere y Tom Torok, The New York Times, 26 de mayo de 2002,
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p. 25. Por lo de la FOIA del estado y la ciudad de Nueva York,
diversos periodistas lograron obtener los registros de despa-
chos urgentes, transcripciones de llamadas hechas al 911, y
cintas grabadas en los departamentos de Policías y Bomberos
el día 11 de septiembre del 2001. Luego, los periodistas pro-
cedieron a buscar a más de 140 individuos que se habían
comunicado con personas que se encontraban en los pisos
superiores de las Torres Gemelas del World Trade antes de
que éstas se derrumbaran. Periodistas de The New York Ti-
mes documentaron 406 casos en los cuales las personas
atrapadas en los pisos superiores se comunicaron con perso-
nas fuera del edificio por teléfono celular, fax y correo elec-
trónico después del impacto del primer avión. La viuda de una
de las víctimas calificó de sumamente valiosa esta indaga-
ción, aseverando que ‘‘hay que examinar muchos temas para
entender cuáles fueron los errores, qué pasó y qué se podría
haber hecho de forma diferente’’.

‘‘Según documentos de la embajada, Hastert menospreció
preocupaciones sobre los derechos en Colombia (Embassy
Documents Say Hastert Belittled Rights Concems in Colom-
bia’’), por Ken Guggenheim, Associated Press, 4 de mayo del
2002. De acuerdo a una serie de documentos del Departa-
mento de Estado obtenidos por medio de la FOIA, en una
visita a Colombia en mayo de 1997, el actual presidente de
la Cámara Baja de los Estados Unidos, Dennis Hastert, de Illi-
nois, les manifestó a varios oficiales del ejército colombiano
que estaba ‘‘harto’’ de tantas consideraciones de derechos
humanos impuestas sobre la ayuda antidrogas de los Estados
Unidos y que los militares deberían evitar dirigirse a la Casa
Blanca (administración) de Clinton y acudir directamente al
Congreso para recibir la ayuda. Los mismos documentos ob-
tenidos por el Archivo Nacional de Seguridad, comprobaron
que una importante unidad antidrogas entrenada por los Es-
tados Unidos, estaba actuando en estrecha colaboración con
una brigada colombiana con vínculos con los paramilitares de
derecha, y estaba implicada en graves violaciones a los de-
rechos humanos.
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4. La política de la ley FOIA. La cultura
 de las agencias

Los ejemplos mencionados con anterioridad, sobre los
logros obtenidos por los medios de comunicación mediante
la FOIA ----y en particular los nombres de las agencias
involucradas---- apuntan hacia una dinámica central deter-
minante para la efectiva aplicación de las leyes de libertad
de información en Estados Unidos. Algunas agencias cum-
plen y otras no. Las variaciones entre las agencias surgen
a partir de sus distintas culturas institucionales. Por ejem-
plo, en la lista de reportajes que se incluyó en páginas
anteriores se menciona que fue necesario entablar una
lucha jurídica de ¡17 años! de duración para obligar a la
Agencia Federal de Investigaciones (FBI) a liberar docu-
mentos sobre sus actividades ilegales en la Universidad
de California. Desde la época del notorio J. Edgar Hoover,
el FBI ha opuesto resistencia a la supervisión externa y
ha mantenido tantos niveles de secreto interno que sus
propios sistemas de información se encuentran en un es-
tado de desorden total. Apenas unos días antes de la apli-
cación de la pena de muerte al terrorista Timothy McVeigh,
una oficina del FBI ‘‘descubrió’’ cientos de documentos per-
tinentes que no habían sido entregados para el juicio, a
pesar de 15 órdenes que se habían emitido desde la sede.
Si este es el trato que recibe una orden del director del
FBI, sólo nos resta imaginar el trato que se le daría a
una solicitud presentada desde fuera, bajo el amparo de
la ley FOIA.

La cultura desarrollada por una agencia constituye un
fenómeno sociológico complejo que comprende muchas
variables incluyendo el liderazgo, la misión, el prestigio ex-
terno, sus relaciones con los sectores interesados o afec-
tados, el espíritu de trabajar en equipo y los recursos com-
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parativos. La cultura de la agencia no es necesariamente
inalterable pero, como lo sabe todo antropólogo, es capaz
de resistirse al cambio y a veces hasta de transformarse de
forma inesperada. Por ejemplo, al Departamento de Es-
tado de los años ochenta se le conocía por los retrasos
y la ofuscación con la que recibía a quienes presentaban
solicitudes conforme a la ley FOIA, un comportamiento que
lo calificaba como uno de los peores transgresores junto
con la CIA y otras agencias de inteligencia. Sin embargo,
cuando el senador que encabezaba el subcomité de la
FOIA asumió la presidencia del comité encargado del pre-
supuesto del Departamento de Estado, este último repen-
tinamente ‘‘encontró’’ un millón de dólares en sus cuentas
administrativas, fondos que se podrían utilizar para tramitar
las solicitudes atrasadas de la FOIA. Luego, en los años
noventa, cuando el presidente Clinton nombró a varios ac-
tivistas de derechos humanos en cargos importantes den-
tro del Departamento de Estado, se arraigó paulatinamente
una nueva perspectiva dentro de la cultura de la agencia.
Surgió una visión que comenzó a percibir que la apertura
y desclasificación de correspondencia diplomática anterior-
mente considerada inviolable podría llegar a facilitar los
objetivos declarados de la política exterior de los Estados
Unidos de promover los derechos humanos, el estado de
derecho y la democratización. La CIA, por supuesto, to-
davía no ha caído en la cuenta y sigue oponiendo resis-
tencia a la desclasificación con cualquier argumento que
no sea el de mejorar la reputación de sus espías.

En la introducción al presente trabajo se describe el
ejemplo de que la Administración de Veteranos responde
a solicitudes complejas dentro de un plazo de 13 días,
¡comparado con los 1,788 días! del Departamento de
Energía. El concepto de la cultura institucional de la agen-
cia lo explica todo. La Administración de Veteranos es

THOMAS S. BLANTON

32



eternamente el blanco de quienes recortan el presupuesto
del Congreso, puesto que la Administración gestiona una
cornucopia de prestaciones a los veteranos que, en su
conjunto, representan miles de millones de dólares. La Ad-
ministración de Veteranos se defiende burocráticamente
por medio de una buena atención a sus clientes, sus usua-
rios, es decir los veteranos militares y sus familiares que
son los beneficiarios de los gastos realizados por dicho
ente y los autores de la mayor parte de solicitudes reci-
bidas por el mismo. De la misma manera, a los veteranos
se les otorga un trato preferencial en la contratación de
funcionarios públicos en todo el gobierno federal, y ningún
departamento, excepto el Pentágono, cuenta con seme-
jante porcentaje de ex militares entre su personal. Los ve-
teranos cuidan a los veteranos.

En contraste, el Departamento de Energía surgió del
mismo establecimiento de armas nucleares responsable
de crear los primeros sistemas del gobierno federal para
mantener secretos. Actualmente, entre las responsabilida-
des de este departamento se incluyen los laboratorios de
armas nucleares y la limpieza de los desastres ambien-
tales, que son uno de los legados de la producción de
este tipo de armas. En los años noventa, algunos oposi-
tores republicanos del entonces presidente Clinton estaban
convencidos que a través de contribuciones políticas, los
chinos estaban logrando tener acceso a los secretos nu-
cleares. Por lo tanto, estos opositores obligaron al Depar-
tamento de Energía a volver a examinar millones de pá-
ginas de documentos desclasificados que databan de más
de 25 años ----a un costo de decenas de miles de dóla-
res----, todo ello en nombre de prevenir la difusión de se-
cretos nucleares. Es probable que los contribuyentes es-
tadounidenses se hubieran beneficiado más si el gobierno
hubiese liberado cada página de todos esos documentos
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y desafiado a Osama Bin Laden a encontrar algún dato
útil, semejante labor de revisión hubiera mantenido ocu-
pado a Al-Queda durante años.

Agencias como la Administración de Alimentos y Medi-
camentos (Food and Drug Administration, FDA) y los Cen-
tros para el Control de Enfermedades (Centers for Disease
Control, CDC) han asumido una política de apertura como
parte integral de sus misiones. En el caso de la FDA, esto
implica que cuenta con la capacidad de responder ante
uno de sus sectores más influyentes, los fabricantes de
medicamentos. Al mismo tiempo, su relativa agilidad en
la tramitación de solicitudes de la FOIA facilita la labor de
los médicos y agencias de salud pública para entender
mejor los riesgos y beneficios. En el caso de los CDC,
su misión de educación en salud pública no solamente
implica que responden pronto a las solicitudes de la FOIA,
sino que también han desarrollado uno de los más sofis-
ticados sistemas de publicación dedicado a la difusión
proactiva de la información de los CDC, con el fin de man-
tener informados tanto a los profesionales de salud como
al público en general.

El liderazgo juega un papel importante en la gran va-
riación que se observa aún entre agencias con misiones
y personal parecidos. Por ejemplo, cuando en 1995 el pre-
sidente Clinton ordenó la liberación sistemática de secre-
tos guardados por 25 o más años, la Fuerza Aérea ejerció
un papel de liderazgo dentro del Departamento de Defen-
sa. Primero, se dedicó a revisar su documentación más
relevante en materia de políticas al más alto nivel, para
así tomar las decisiones más dificiles en las primeras eta-
pas del proceso. La secretaria de la Fuerza Aérea ----la
primera mujer en tomar posesión de este cargo---- se dis-
tinguió al asumir los nuevos principios de apertura. En con-
traste, la Marina de Guerra (Navy) optó por evitar la de-
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cisiones difíciles en torno a los documentos más sensibles
y procedió a llenar su cuota de desclasificación al tramitar
materiales administrativos de poca importancia.

Entonces, una de las enseñanzas más importantes para
quienes implementen las leyes de libertad de información
que se puede extraer de la experiencia estadounidense
es que el factor clave para establecer la cultura de la agen-
cia con respecto a una ley FOIA gira en torno al funcio-
nario superior responsable de aplicar la ley y los meca-
nismos de respaldo para los burócratas encrgados de
tramitar las solicitudes presentadas conforme a la misma.
En la Agencia Central de Inteligencia (Central Intelligence
Agency, CIA), que en 1966 y 1974 opuso resistencia a la
ley FOIA, la tarea de poner en práctica esta normativa
recaía sobre aquellos funcionarios que habían fracasado
como agentes en el exterior, habían fracasado como ana-
listas de inteligencia a nivel interno y no podían ser des-
tituidos porque no bebían suficiente, no aceptaban dinero
de los servicios de inteligencia extranjeros y estaban dis-
puestos a terminar sus carreras profesionales frustrando
a los periodistas e historiadores a través de sus respuestas
indiferentes ante las solicitudes. En contraste, en el De-
partamento de Salud y Servicios Humanos, la labor de
poner en práctica la ley recaía sobre Russell Roberts, fun-
cionario de alto nivel que utilizó la nueva ley tanto para
proteger su propia integridad frente a funcionarios supe-
riores como para fortalecer a sectores y grupos fuera de
la agencia con el fin de mejorar la fiscalización. Roberts
creó un especie de ‘‘escalinata de carreras dentro de
FOIA’’ dentro del Departamento de Salud por medio de la
cual un funcionario podría ascender hasta los más altos
niveles del servicio público si mostraba una conducta su-
perior en el manejo de las solicitudes de la FOIA y una
gestión adecuada de los procesos relacionados con la mis-
ma. Mediante aumentos salariales y ascensos basados en
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los trabajos relacionados con la ley FOIA, el HHS ha for-
mado un conjunto de funcionarios en el campo de la FOIA,
los cuales se han ganado una gran admiración y sirven
de modelo para otras agencias. 

Posteriormente, Roberts fundó una asociación profesio-
nal para funcionarios que trabajan en el ámbito de la ley
FOIA, la Asociación Americana de Profesionales de Ac-
ceso (American Society of Access Professionals ----ASAP----)
con el objetivo de brindar capacitación sobre las mejores
prácticas y promover el perfil de los funcionarios de FOIA.
Por mi parte, me siento orgulloso de ser miembro y un
ex funcionario electo de la ASAP.

Y ya es tiempo que dicha Asociación sea digna de ser
denominada como Asociación ‘‘Americana’’ al asesorar a
funcionarios, periodistas y la sociedad civil con el fin de
crear asociaciones afines en cada país del hemisferio.
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